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E
l objetivo de este articulo es pre­
sentar el caso de un expediente 
judicial iniciado a fines de la 

última dictadura militar en la 
Argentina (1976-1983) y a partir del 
mismo discutir algu nas cuestiones Tefe, 
rentes al testimonio jurídico. El análisis 
de esta causa forma parte de la investí, 
gación de doctorado que estoy llevando 
a cabo sobre el funcionamiento del 
fuero penal durante el terrorismo de 
estado. En la presentación del mencio­
nado proyecto he sostenido que una de 
las formas posibles para la reconstruc­
ción de las prácticas y costumbres [un, 
cionales, así como de las estrategias 
po líticas y/o administrativas que fue­
ron puestas en juego en el ámbito tribu­
nal icio durante el estado terrorista, es 
el análisis de la tramitación de causas 
judiciales , en tanto procedimientos 
típicos del sistema de administración 
de justicia . 

Miche l Foucault sostiene que la 
investigación sobre el modo en que se 
ejerce el poder no debe centrarse 
exclusiva mente en los aparatos e insti­
tuciones del Estado, ni en lo que el 
denomina "edificio jurídico de la 
soberanía", sino en las múltiples for­
mas de dominación y sometimiento, 
como así también en los distintos 
modos de resistencia. O sea que para 
analizar el 'cómo' del poder es necesa­
rio indagar sobre el modo en que fun­
cionan y circulan las relaciones de 

95 



María lose SalTabayrouse OlitJeira 

poder en sus extremos menos jurídicos) a través de las relaciones y prácticas de 
los agentes. Entiendo que un análisis antropológico del poder judicial debe ria 
abordar las prácticas y rutinas de sus actores así como las relaciones sociales 
existentes entre los grupos que lo conforman) y no sólo las leyes y normativas 
que regulan ese ámbito. En este sentido, trabajar con causas penales y con los 
tribunales inferiores que llevaro n a cabo su tramitación -atend iendo a "otras" 
relaciones que desbordan el ámbito meramente jurídico-) permite enfocar la 
problemática del poder desde una perspectiva que lo analiza en sus manifesta­
ciones menos espectaculares y que permite la indagación sobre las rupturas y 
continuidades en la administración de justicia l

. 

Stanley eohen -en su análisis de la problemática de los crimenes perpetra­
dos por el estado en regímenes previos- plantea la distinción existe nte entre cono­
cimiento y reconocimiento, sosteniendo que 

(. .. ) el reconocimiento es lo que le sucede al conocimiento 
cuando se lo adopta oficialmente y entra en el terreno de lo 
PllblicQ (. .. ) la mayoría de la gente sabía en el momento qué 
había sucedido en el pasado y mantuvo esta información en su 
conciencia y memoria privada (. .. ) El deseo -al menos para 
algunos- fue convertir este conocimiento privado en recono­
c;:niento oficial y público (1997,570). 

Desde esta definición creo que es posible pensar acerca de las implicancias 
que tienen las causas judiciales en los casos de terrorismo de Estado) como así tam~ 
bién sobre la imperiosa necesidad que tienen las víctimas de que se conozca la Iver~ 
dad' sobre lo sucedido. En función de lo dicho he formu lado como hOja de ruta 
para el análisis del caso que veremos a continuación) la siguiente pregunta: ¿Cómo 
lograr que el 'conocimiento)individual y silencioso de los hechos se convierta en 
'reconocimiento) oficial? 
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Los pocos trabajos que se han realizado sobre funcionamiento del Poder Judicial durante la última dicta­

dura militar se han centrado, fundamentalmente, en los fallos de la Coree Suprema oe Juseicia de la 

Nación. En esos fallos se ve claramente la sumisión de la Corte Suprema a las decisiones supraconstitucio­

nales y su deserción del estado de derecho, a partir del reconocimiento de legitimidad del gobierno de facto 

y de las facultades legislativas que él mismo se atribuia:sin embargo poco nos dicen sobre las prácticas coti­

dianas de funcionarios y empleados judiciales durante el régimen dictatorial. 



Los papeles de la burocracia como camino para la aparición del testimonio: el caso de la margue judicial 

La punta del iceberg 

En noviembre de 1982, abogados del Centro de Estud ios Legales y Sociales 
(CELS)' presentaron una denuncia contra la morgue judic ial por la existencia de 
serias irregularidades en su funcionamiento durante el periodo 1976-1980. Según 
constaba en la acusación, la morgue habia realizado autopsias, solicitado certifica­
dos de defunc ión al registro civil y realizado inhumaciones de cadáveres NN, sin 
dar intervención al juez conlpetente sino a autoridades milir:ues l . 

En realidad, esta present<1ción judicial denunciaba hechos que constitub.n 
un 'secreto a voces' que corría hace años por los pasillos de rri bunaJes, Como rda, 
tó metafóricamente una entrevistada, la gente que circulaba por el Palacio sabía 
que "mientras arriba [en los tribunalesl rechazaban los hábeas corpus, abajo [en la 
Morguel ordenaban inhumar los cuerpos de los mismos que habían rechazado". 
Muchos de los que 'sabían', consideraban el secreto como parte de las 'cotidianas 
irregularidades' de la época; otros , se mostraban abiertamente a favor de las 'ano, 
malías' a las que, en realidad, no consideraban como tales; finalmente estaban 
quienes conocían los hechos, los consideraban aberraciones y prueba de los críme, 
nes de la dictadura, pero se encontraban frente al dilema de cómo actuar en ese 
momento o, en otras palabras, cómo lograr que los relatos dichos en voz baja, los 
comentarios, los corrillos se convirtieran en un hecho político. ErJ necesario 
transformar los hechos en expediente, y para ello había que encontrar el momento 
político preciso. 

La presentación en el CELS de los familiares de Norberto Gómez -un 
méd ico desaparecido en 1976 cuyo cadáver habia pasado por la morgue jud icial-, 
fue el caso que propició las cond iciones para que ese organismo fuera denuncia, 
do . Los padres de Gómez habían recibido, en el año 1982, dos citaciones del 
C onsejo de Guerra Especial Estable solicitando entreguen la partida de defunción 
de su hijo . Norberto Gómez hab ia desaparecido en 1976 y, a pesar de la presenta­
ción de un hábeas corpus y del inicio de una causa por privación ilegítima de la 
libertad, los reclamos de sus pa rientes nunca tuvieron respuesta, Es recién con 
esta 'solicitud' del Consejo de Guerra Especial Estable, que se enteran "oficial­
mente" que su hijo había muerto en un supuesto enfrentamien to. Ante tal situa, 
ción, se comunican con Augusto Conte Mac Donnell y acuden al CELS para 
saber cuáles eran los pasos a segui r. Final izaba el año 1982. 

2 Organismo de derechos humanos creado en 1979 

3 P;¡ra un desnrro/lo exhaustivo de la caUS;l de b margue judicial \'er Sa rr:lbayrousc. 2003 
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Cuando los abogados de! CELS acuden a tribunales para pedir la reapertu­
ra de la causa iniciada por privación ilegitima de la libertad en julio de 1979 - y 
arch ivada con un sobreseimiento a los tres meses- descubren que el expediente ya 
habia sido reabierto en otra oportunidad. 

Recapitulando esa historia es posible reconstruir que el 14 de noviembre de 
1979, e! j\lzgado N° 3 en e! que tram itaba la causa de Norberto Gómez -arch iva­
da hacía r" un mes-, recibe una nota del jefe de la División Búsqueda de Personas 
Desaparecidas como respuesta a una de las diligencias judiciales realizadas en su 
momento. En este oficio se informaba que "Gómez (había fallecido) el l/5/77 en 
jurisdicción de la comisaría 32, en causa ley 20840 atentado, resistencia a la autoridad, 
homicidio 79 c/p comando intervención el juzgado Tribunal Milirar" (fs. 133. Causa 
Penal' - CP-). Producto de la aparición de estas nuevas pruebas, el3 de diciembre 
de 1979, e! expediente es reabierto y, como primera medida, se pide que la repar­
tición que habia brindado los datos ampliara la información. Es asi que en una 
nueva nota, la División Búsqueda de Personas comunica que 

según información suministrada por la cría.32, el 18 de 
marzo de 1977, a las 3,25 hs. se produjo un enfrentamien­
to armado en la calle Labardén al 300 con elementos de 
la organizac ión proscripta montoneros, las cuales eran 
dos parejas e interviniendo en el hecho la Justicia Militar, 
Grupo de Tareas 3/4 de la Armada Nacional (fs. 137, CP). 

En la causa figuraba también el parte policial dirigido a la jefatura, en el que se 
hablaba de un supuesto enfrentamiento en el que habían l/muerto cuatro subversivos" 
-uno de ellos era Gómez- y donde se dejaba constancia de la remisión de los cadáve­
res a la margue judicial. También habia copias de las autops ias de los cuatro NN, las 
cuales fueron solicitadas inmediatamente por el juzgado n° 3 a la morgue judicial. 

El director de la morgue judicial, en 1979, remitió las autopsias al juzgado 
explicando que 

las fichas dactiloscópicas fueron remitidas al Registro 
Civil, en cumplimiento de! requisito exigido por la trami­
tación habitual, en la oportunidad en que la Dirección 
Médica solicitara las respectivas li cencias de 
Inhumaciones, para efectuar con posteridad los entierros 

4 De ahora en adelante C P 
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por la via administrativa (. .. ) Con respecto a las autopsias, 
informo a V.S. que fueron realizadas por los Ores. 
L1szcano y el suscripto, entonces en funciones de médico 
forense y que los respectivos protocolos necrópsicos fL1e~ 
ron enviados con fecha 18 de marzo de 1977 a la Justicia 
Militar -Armada Argentina- Grupo de Tareas 3 y 4, auto­
ridad militar que dispuso las abducciones de los cadáve­
res y sus ulteriores inhumaciones por vía administrativa 
(fs.149. CP) 

La informac ión que brindaban las autopsias -correcta y minuciosamente realiza~ 

das por los médicos forenses-, dejaba en clara evidencia que las personas muertas 
en el supuesto tiroteo, en realidad habian sido fusiladas y sometid as a torturas pre­
vias. En la descripción de los cadáveres se destacaban los siguientes signos: ba rba 
de ocho dias; estómago vacio; mú ltiples dispatos de bala que daban cuenta de la 
existencia de varios tiradores; heridas cortantes en cara, abdomen, tetillas, brazos; 
hematomas; inclusive uno de los cadáveres revelaba que un disparo habia sido 
dirigido directamente a la boca ya que se encontró pólvora en la lengua (Cfr. 
Sarrabayrouse, 2003) 

Finalmente, el 7 de octubre de 1980, el juzgado resuelve un nuevo sobresei­
miento provisorio. Sin embargo, esta resolución deja co nstancia de que se encon­
traban ante un caso de secuestro y desaparición y no frente a un enfrentamiento , 
co mo informaba el parte policial' . Esta decisi ón judicial dejaba abierta la posibili­
dad de la reapertur. de la causa en caso de que se presenten nuevos elementos de 
prueba. 

Fue así que el expediente descansó en el archivo dos ai10S mas h:1sta que los 
abogados del CELS y los familia res de Gó mez se enca rgaro n de desempolvarlo' . 

5 "Valga al respecto. la observación de que los Cl1:ttro cad:in:res objeto de autopsia en relación con el :Jrgu­

mentado tiroteo presentan, a través del estudio m¿dico-forense nevado a cabo, los ~caracteres secundarios 

en el orificio de entrada de los proyectiles, revehldores -en principio- de disparos ":J boca de jarro" y a "que­

marropa ", esto es, a una distancia de 1 :l J ce ntímetros . Tales son la herida confusa con orificio irregular y 

estrellado y la cavidad -con perdida de sustanc ia- debida al despeguc de los tegumentos ( ... ) Circunst:Jncia 

que nada se compagina con el profuso parte policial de fs.45 / 6" ((s. 219, c.r.). 
6 Es importante adarar que los familiares de Gómez nunca fueron notificados por el juzgado de l:t primera 

reapcnur:J de la causa en noviembre dc 1979 . Esro no quita la importanCia de roJ:J la investigación judicial 
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El pedido de la partida de defunción solicitada por el Consejo de Guerra 
Especial Estable a los padres de Gómez su mado a la prueba producida entre 1979 
y 1980 por el juzgado, en un contexto donde la dictadura mostraba claros indicios 
de debilitamiento, permitieron el inicio de dos nuevas causas: una penal - por el 
homicidio de Gómez- y una administrativa -por las irregularidades burocráticas 
en la ma rgue'. A partir de estas tramitaciones judiciales, decenas de médicos 
forenses, empleados y funcionarios judiciales fueron citados para prestar su decla­
ración y asi reconstruir los pasos burocráticos segu idos en los casos de los cadáve~ 
res de desaparecidos. Simultáneamente se presentaron los familiares de Gómez y 
de otros desaparecidos que lentamente fueron 'apareciendo' en los registros buro-.. , 
cratlcos . 

Los múltiples datos aportados por los distintos testigos permitieron recons­
truir cuáles fueron los pasos administrativos seguidos en el "tratamiento" de los 
cadáveres de desaparecidos ingresados en la ma rgue por orden de las fuerzas arma­
das. Sintéticamente, el procedimiento era el siguiente: una vez realizada la autopsia, 
el Cuerpo Médico Forense enviaba a la Cámara del C rimen la nómina de las abduc­
ciones realizadas así como los informes de las mismas, junto con un oficio en el que 
se solicitaba especificaran el destino al que se debían remitir los informes de las 
autopsias solicitadas por aucOTidades milüares; estos oficios eran devueltos al decanato 
de la Margue con la indicación de que fueran entregadas "directamente a las autorida­
des que las hubiesen requerido" (ls . 316), o sea al Cuerpo 1 de Ejército; los médicos foren­
ses cumplían la orden de la Cámara y prolijamente guardaban una copia de cada una 
de las autopsias realizadas. Pasado un tiempo, la Cámara facultó al Cuerpo Médico 
Forense para que remitiese las autopsias directamente a las Fuerzas Armadas, sin 
solicitar previamente autorización, ni enviar el listado de autopsias. Sin embargo, los 
médicos forenses continuaron enviando durante un largo tiempo la mencionada 
nómina. El objetivo - según el relato de los propios médicos- era que la instancia 
superior "remara conocimiento del trabajo cumplido)) y simultáneamente reparase en el 
recargo de tareas que se había prodUCido en el último periodo a raiz del ingreso de 
estos "nuevos" cadáveres enviados por las Fuerzas Armadas. Simultáneamente, los 

realizada, pero tampoco se puede omitir el hecho de que los familiares fueron dejados ni margen de lfl suero 

te seguida por su hijo. 

7 Estos expedientes incorpornron los sumarios judiciales iniciados en los años '79 y ·80. 

8 Otro de los casos que surge en la caUS<l es el de María Victoria Walsh -hijfl cid escritor Rodolfll Walsh­

cuyo cnditvcr también hflbía pflsfldo por ¡., margue judicifll en septiembre de 1976 -sin inrervendón del juez 

correspondiente- "pam su depósito y posterior cntregn a IQS deudQs" (fs. 238. CP) (Cfr. Tiscornia y 

Sarmbayrouse, 2001 y Sflrrabayrouse, 2003) 
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originales eran directamente entregados a la autoridad requirente -es decir, las auto­
ridades militares- tal como la Cámara habia ordenado. Sin embargo, los libros 
copiadores -donde figuraban las autopsias realizadas- siguieron acumulándose en 
algún rincón de la margue esperando ser redescubiertos. 

La reconstrucción de estos hechos que develaban parte del accionar del 
poder judicial en los casos de desaparecidos, llevó al procesamiento del entonces 
presidente de la Cámara del Crimen, Mario Pena, asi como del secretario y de la 
prosecretaria administrativa de la misma instancia, Carlos Guardia y Susana 
Corbacho de Abelson. Finalmente, en 1986, Pena fue sobreseído por prescripción 
de la causa9 en tanto los otros dos procesados fueron objeto de un sumario admi-

• • 10 nlSrratlvO . 

Las consecuencias de la causa y algunas discusiones 

Decenas de registros burocráticos existentes en es te caso (partidas de defunción, 
memorandos, libros copiadores, autopsias, telegramas) se convirtieron en herra­
mientas jurídicas de prueba y abrieron de esta manera la posib il idad de los testi­
monios. 

En el caso de la Argentina, si bien no existieron "archivos de la represión" 
al estilo de los descubiertos en Brasil o en Paraguay -con informes sobre episodios 
de tortura o transcripciones textuales de juicios militares-, lo que sí existió es 
documentación producida por d istintas oficinas estatales, que permitió dar cuen­
ta del recorrido burocrático seguido por algunos hechos vinculados al terrorismo 
de Estado. A parti r del registro cuasi compulsivo y burocr;hico de cada uno de los 
detalles de la represión -por repugnan tes que estos fueran- se pudo conservar un 
testimonio escrito de los hechos sucedidos, abriendo un camino hacia el conoci· 
miento y la posibilidad del reconocimiento social (Cohen, 1997). 

El caso de la morgue permite abrir la discusión sobre los limites en la res­
ponsabilidad de aquellas personas que -durante periodo dictatoriales- 'sólo' cum­
plían con su burocrática y rutinaria tarea, tema subsum ido, a su vez, en la discu­
sión ¡mis amplia acerca de la "banalidad del mal" (Arendt, 2000). De hecho, gran 
parte de la discusión judicial sobre la responsabilidad de jueces, camaristas, médi­
cos forenses y empleados judiciales , giró en torno a la caratula de la causa, ¿se tra-

9 Los mocivos del sobreseimiento seran viscos en el próximo apartado. 

10 Cuando se inició la causa en 1982, Pena ya no formaba parte del poder judicial. 
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taba sólo de una 'violación de los deberes de funcionario público' o habia compli­
cidnd. por parte de ciertos funcionarios, con el terrorismo de Estado. con 'homi~ 
cidios agravados y privac ión de la libertad agravada" En contra de los intereses de 
familiares y organismos de derechos humanos que postu laban la connivencia ele 
ciertos funcionar ios judicinles con las acciones de los militares. 'ganó' la primera 
postura y la causa penal fina lme nte fue "cerrada", en la med ida en q ue el del ito 
'triunfan te' -violación de los deberes de funcio nario público- hab ia prescripto. 
Gran parte de las justificaciones en los testimonios de los funcionarios. se encon~ 
traba en lo que ellos consideraban una 'modificac ión de la pirámide juridica', 
explicación que les perm it ía sostener que ninguno de los burócratas jud icia les en 
cuestión . hab ía hecho nada fuera de lo que 'debía' hacer en ese momento l1

. 

El problema del papel de la burocracia en los regimenes dictato ri ales y la 
discusión sobre la responsabilidad, es necesario analizarlos -particularmente en el 
caso del poder judicial en la Argentina- tomando en consideración tanto la con­
tinuidad de los fu ncionarios jud iciales antes, dura nte y después de la d ictadura 
co mo las prácticas de los mismos. Desde esta óptica. las continuidades y rupturns 
al interior de la justicia en situaciones de quiebre institucional o retorno al orden 
democrático, deben ser pensadas prestando particu lar atención a lo que Da Matra 
denomina el "universo de las relaciones pe rsonales". Este universo, caracterizado 
por lealtades que se sostienen en la amistad, en el parentesco o en el compai1cris~ 
ma, aparece co mo un factor esrrucrural antes que como una fa lencia o una defor~ 
mación del sistema. Muchas de las relaciones sociales que all i se despliegan -sos­
ten idas en lealtades, deuclas y favo res su rgidos a raíz de d isti ntas ob ligaciones­
atraviesa n los pos icio namie ntos polí t icos e ideo lógicos de los actores judiciales. Es 
necesario considerar "el marco más amplio de las conductQs de los individuos y de las 
relaciones sociales en las que están insertos" (Signud , 1996:2) para ele esta manera rom~ 

per con la tendencia -que presentan algunos cientistas sociales- de aislar las co n~ 

11 Quien fuera secretario dd juzgado donde lmrlutú b C;lUsa de la morguc y posteriormente jue!. me rebrú cn 

ulla entrevista que el fbcal de la causü le había :.olici rado Md sobreseimiento definitiVO en la C:lUSfI y respec' 

to del encflusado Id presidente de la Cámara dd Crimen Mario H. Penal con la expresa de..:!arflción que la 

formación de la causa no afectab:l el buen nombre y honor. Por lo que consiJerflba que hflbia cambiado la 

pir:'lmide jurídica en ese momento, es que el señor, este flmcionario, no había hedlO n:1Ja fuer:1 de lo que 

tenia que hacer". En el pedido que figura en la causa, confirmando los dichos dc mi entrcvist:1do, el meno 

cion:1do fiscal sosten!:1 10 siguiente: "Cabría preguntarse si han sido culpables de elH:ubrimienw los se i'lores 

jueces que, Jurante 1976 y 1977, ante la into.!rposición de acciones de Mh:'lbe;¡s corpus", diemJl cr¿dim:t las 

respuestas negativas acerca de privOlciones de la libertaJ formlllad:l~ por el Poder EjeCUTivo N:1cional y lo!' 

Comandos de las Fuerzas Armadas. cuando ahora es posible afirm,u que muchas de ellas Iueron f;llsas (. .. ) 

No podia sa ber el Dr. M;lrio H. Pena -en 1976 y 1977 - que \':lrios de los denmnimdos I!nfrcnramlcmos 
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ductas examinándolas sólo a la luz del cumplimiento o no cumplimiento de las 
normas jurídicas. Pensar las conductas en términos del "deber ser" impide com; 
prender los comportamientos que se están examinando, constatando, solamente, 
que no se corresponden con lo que sería deseable. En otros términos, los indivi; 
duos no responden exclusivamente a "normas jurídicas" sino a lIotras norm as" 
que revelan sus relaciones con otros individuos. 

En la causa trabajada, la investigación comenzó a realizarse durante la 
dictadura y continuó durante la democracia. O sea, la instrucción judicial se re a; 
lizó con todos los actores implicados en sus puestos de trabajo, sin q ue los fami­
liares de las victimas fuesen tomados como parte querellante y con el secreto de 
sumari o impuesto durante prácticamente todo el trámi te judicial. Sin lugar a 
dudas este fenómeno influyó directamente sobre los distintos testimonios. Así, 
en la lectura de los mismos, es pOSible ver cómo la reco nstrucción ele los hechos 
está tei1ida de distintos tipos de justificaciones sobre las acciones pasadas de las 
personas que testimo nian. En algunos casos, directamente se validaba el 'estado 
de excepción': uno de los interrogados se escudó sosteniendo que él "entendía 
que la justicia militar era autoridad competente, en virtud de las disposiciones legales en 
ese entonces vigentes que le atribuían específicamenre el conocimiento de hechos crimina­
les como autoridades de instrucción y decisión" (declaración de un Camarista, 
fs.371v) . En otros, lo que se pretendia demostrar era la responsabilidad limitada 
que les otorgaba el hecho de "ser sólo un eslabón en la cadena" (empleado judicial, 
fs .523). Así, ante la realización de la autopsia de un cadáver remitido por au to­
ridades militares, uno de los médicos forenses sostuvo que: 

Esta actividad (la autopsia) se desarrolló en forma de 
práctica normal, es decir, en el ambiente habitual, con el 
correspondiente protocolo, con el personal habitual: 

con bandas subve rsivas ocultab:m homicidios Jolosos. ni pod ía sospechar qu~ los hechos no iban :l s~r 

investigados imparcialmente por los tribunales milit:ucs. cuyn cümpetencia, respecto del juz)::"amiento de 

los llamados dditos de ca rácter subversivo. se le imponi:'! en virtud del régimen de Ins leyes 21.264. 

21.268,21.272.21.460.2 1.461 y 21.463 (...) Bien era verosímil. por consigui~nte, que d encausado reco­

nociera jerarquin nncion:ll o federal a la jurisdicción castrense e .. ) El rigor objetivo del comienzo cede 

ante la ubicac ión del sujeto en el tiempo de los hechos y el contexto en que se encadenaron sus actos. 

Porque si el Dr. Mario H. Pena creyó, como debe supone rse, en In licitud de los procedimientos dc la 

auto ridad milita r que ejercia un mandara conforme a derecho. el archivo de las copi;ls de los informes 

de autopsias no sigtúficaba sino una sucesión de diligencias de mero trámite, sin contenido alguno que 

imporrara el entorpecimiento inte ncional de la acción de la justicia según los requisitos del arto 277 del 

CP" (f,,1391 ,to,c.P.l. 
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obductores, ayudante y personal de limpieza, fotógrafos, 
técnicos radiólogos, etc. Además la circunstancia de 
hallarse los cadáveres en la mesa de autopsias con sus 
correspondientes protocolos, importaba que se habían 
satisfecho todos los recaudos admin istrativos previos y 
concomitantes a la adm isión de los cuerpos (fs.366). 

Finalmente. hubo quienes, posicionándose desde el lugar de las consecuencias 
posteriores del registro burocrático, sostuvieron que 

... con las perspectiva de hoy, la realización de las autop­
sias arrojó algún resultado positivo en cuanto pefl11itió 
identifica r cierto número de cadáveres . La metodología 
y el interés en estas autopsias, según sobrados testimo­
nios, no difiere de otro tipo de autops ias que se rea lLza­
ban a los mismos fines (secretario, fs.423) 

Probablemente no sea posible saber cuántas personas en tribunales conocían, efec­
tivamente , lo que en la margue judicial estaba sucediendo; cuántas sabían pero 
fingían no saber; cuántas optaron por cerrar -preventivamente- ojos, o ídos y 
boca; cuántas -en mayor o menor medida- se habían convertido en 'detentores 
de secretos'. 

Tribunales no era un universo cerrado. Muchos papeles circulaban de ofici­
na en oficina, dejando rastros de la sangre derramada y -simultán eamente­
cubriendo la responsabilidad de los médicos que habian hecho las autopsias (sin 
autorización judicial), mediante una notificación a las autoridades jerárquicas. 
Eran demas iadas las "marcas" como para no sabe r nada de lo que suced ía. As í lo 
atestigua uno de los médicos forenses que fue llamado a declarar, 
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El Sr. Presidente de la Cam:ua Nacion:d de Apelaciones en lo 

Criminal y Correo..:ional, actuame durante e! ai'lo 1977, tuvo conoci­

miento dc la realizaci6n de autopsias por órdenes emanadas de auto­

ridades militares, por cuanto en esa époc::l , en mi C::lnlcter de Vice­

Decano de! Cuerpo Médico Forense y acompaii.ando al Sr. Decano 

Dr. Avelino do Pico, lo entrevistamos a fin de requerirle <lcrecent:ua 

el número de profesionales que integraban el Cuerpo Medico 

Forense. habida cuenta -entre otros argumentos- del aumento de 

tareas que signific<lba dar cumplimiento a las necropsias ordenadas 

por las au toridades m ilitares (fs.223) 



los papeles de la burocracia como camino para la apMición del testimonio: el caso de la morgue judicial 

A modo de conclusión: El testimonio jurídico y [as voces de [os testigos 

Más allá del "fracaso jurídico" que pudo significar la conclusión de la causa con 
el sobreseimiento de Pena, interesa destacar las múltiples consecuencías secunda­
rias que tuvo la tramitación de la causa de la margue (Tiscornía y Sarrabayrouse, 
2001)", particularmente el modo en que los distíntos tipos de registros burocrati­
cos pueden convertirse en herramientas jUridicas de prueba que abran paso a la 
posibilidad de los testimonios, no sólo de las víctimas, sino de los "perpetradores" 
mismos, así como de otras personas que fueron testigos presenciales de esa misma 
historia. Son estos testimonios -con sus olvidos, relatos, omisiones y justificaciCY 
nes- los que colaborarán en la construcción de una verdad histórica, la qu e a su 
vez formará parte de una memoria colectiva . 

En el ámbito jurídico, ese espacio atiborrado de normas, reglas y cód igos, 
donde lo normativo es la clave de interpretación, los hechos que seran objeto del 
debate judicial se transforman en 'ley' perdiendo "complejidad empírica para con­
vertirse en cosa judiciable" (Pita, 1995). De este modo, lo jurídico adquiere un 
grado de autonomía tal, que se separa del conflicto concreto que le dio o rigen 
haciendo que la persona que era 'sujeto' de una relación particular (conflictiva) se 
convierta en 'objeto' del procedimiento judicial. 

En su análisis del juicio a los ex comandantes en la Argentina, Jelin hace 
mención de esta particular metamorfosis mediante la cual "las víctimas se trans, 
formaron en "testigos", los represores se tornaron los "acusados", y los actores 
políticos debieron transformarse en "observadores" de la acción de jueces que se 
presentaban como autoridad "neutral" que definía la situación según reglas legiti­
mas preestablecidas" (2001: 13) 

¿A través de qué procedimientos se logra esa metamorfosis? La transforma' 
Clon de los hechos concretos en hechos judiciables, de los relatos personales en 
declaraciones testimo niales, se lleva a cabo a través de rituales judiciales que se valen 

12 "Como corolario de este expediente la Universidad de Buenos Aires le inició un juicio académico a Pem 

((s.1623); Abelson y Guardia fueron suspendidos preventivamente en sus funciones y no se los ratificó en 

sus cargos por una resolución del año 1986. un importante ¡,úmero de funcionarios que habían integrado 

la Ca mara del Crimen durante la dictadura no consiguió el acuerdo del Senado para que los reasignaran 

en sus cargos durante el gobierno constitucional; la causa de Gómez y las de otras personas que pasaron 

po r la ma rgue se sumaron a las pruebas presentadas en el juicio n las juntas militares, constituyendo parte 

de la prueba por la que se condenó a Jo rge Rafael Videla por homicidio; varios cadaveres de d~saparecidos 

pudieron ser identificados y sus cuerpos devueltos a sus fami liares." (Sarrabayrouse, 2003) 
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de una cantidad de marcadores y artefactos físicos, discursivos y corporales que sos­
tienen la división entre conflicto real y conflicto procesal (Sarrabayrouse, 2001). 

En el juicio a las juntas, gran parte de la prueba jurídica se construyó sobre 
el relato de las víctimas. Si bien esto implicó el reconocimiento de sus voces y de 
su derecho a hablar, el testimonio debía adquirir una 'forma' judicial. 

Lo que no podía ser demostrado (el acto de agresión) debia ser 
narrado, pero en condiciones precisas y controladas, de modo 
que lo que se denunciaba pudiera ser verificado. De hecho, lo 
aceptable como prueba jurídica es la herida corporal. Los sen~ 
timientos y el sufrimiento no pueden ser medidos o incluidos 
Oelin y Kauffman, 2001 ,14) 

En síntesis, podríamos decir que el testimonio judicial es una narrativa personal 
de una experiencia vivida o vista pero que al pasar por el tamiz juridico queda que­
brado en múltiples pedazos y compo nentes, 

el requerimiento de identificación personal, el juramento de 
decir verdad , la descripción detallada de las circunstancias de 
cada acontecimiento. El discurso del/a testigo tiene que des~ 
prenderse de la experiencia y transformarse en evidencia. 
Oelin y Kauffman, 2001, 14) 

Sin lugar a dudas, las posibilidades para la escucha testimonial están fuertemente 
marcadas por los climas sociales y políticos que permean los distintos momentos 
históricos. En contextos propicios, la instancia judicial se transforma en escenario 
desde el cual poder dar 'lecciones al mundo', construir relatos que conformen lo 
que - probablemente- se convertirá en historia oficial. Es justamente esta perspec~ 
tiva en el análisis de los juicios, la que no debemos perder de vista. Porque antes 
que la 'búsqueda de la verdad', los juicios por crimenes de Estado deben ser visua­
lizados como respuestas politicas brindadas por los Estados y los distintos sectores 
sociales intervinientes ante determinadas coyunturas. 

En el juicio a las juntas, no sólo los relatos de los testigos se construyeron 
como pruebas, sino que gran cantidad de documentos elaborados por la burocra­
cia estatal (tal el caso de la causa de la morgue co n toda la información que la cons­
tituía: habeas corpus, partidas de defunción, autops ias, expedientes iniciados por 
privación ilegítima de la libertad) fueron presentados como evidencia fundamen­
tal y necesaria para un procedimiento judicial proveniente de una tradición de rai~ 
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gambre netamente escriturista (cfr. Bovino 1998; Martinez 2000; Sarrabayrouse 
1998). El peso de la prueba escrita en la tradición juridica argentina coloca en un 
lugar central a la evidencia documental, haciendo que gran parte del sostén del 
testimonio judicial se base en la existencia de pruebas documentales. Es asi que 
en la causa de la margue judicial los informes de las autopsias, archivados en el 
Cuerpo Médico Forense, fueron la evidencia escrita que permitió la aparición de 
esas voces que podían contar una historia conocida por los pasillos de tribunales 
pero que todavía no tenía un espacio para ser relatada y escuchada. 
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